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(Sin corregir) 


PRESIDE: Señor Representante Gonzalo Novales. 


MIEMBROS: Señora Representante Daniela Payssé y señores Representantes Gustavo A. Espinosa y 
Esteban Pérez. 


ASISTE: Señor Representante Iván Posada. 


SEÑOR PRESIDENTE (Novales).- Habiendo número, está abierta la reunión. 


La Comisión continúa con el tratamiento del proyecto sobre la creación de la Institución Nacional de 
Derechos Humanos, firmado entre otros por la señora Diputada Piñeyrúa y los señores Diputados Amy y 
Posada. 


SEÑORA PAYSSÉ.- Antes de comenzar con el tratamiento del tema, quisiera dejar una constancia. 


Estamos a 6 de julio y no quería comenzar la sesión sin hacer referencia al 27 de junio, fecha que esta 
Comisión hace unos años resolvió utilizar como una jornada de reflexión. Así fue que sucesivamente, esta 
Comisión, con la participación de los cuatro partidos políticos quizás me equivoque en el orden se refirió al 
atropello de nuestro Parlamento. Luego invitamos a los niños nacidos en cautiverio, hoy jóvenes. 
Posteriormente, recibimos a familiares de detenidos desaparecidos, como por ejemplo a Macarena Gelman, 
sustraída a su madre, y a Milka González. Además, tuvimos una jornada relativa al rol que jugaron las 
mujeres en la época de la dictadura, recibiendo a diferentes mujeres que dieron su testimonio al respecto. 


El año pasado llevamos a cabo una jornada dedicada al exilio, una de las caras de la dictadura. En esa 
oportunidad muchas personas brindaron su testimonio al respecto. Pero este año la Comisión no realizó 
ninguna jornada especial. Por tanto, voy a tomarme el atrevimiento de recordar lo que significó para este 
Parlamento ese alto en el camino, cuando todos los partidos políticos reflexionan sobre algo en lo que todos 
estamos de acuerdo: nunca más terrorismo de Estado y nunca más este país sin Parlamento. 


La idea era recordar que la Comisión siempre tuvo esa práctica y, en lo personal, quiero que siga siendo así. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Entonces, con el fin de continuar la consideración del proyecto de ley del que 
el señor Diputado Posada es uno de los firmantes está en su poder la versión taquigráfica de lo que ha 
transcurrido en esta Comisión, le cedemos el uso de la palabra. 


SEÑOR POSADA.- En primer lugar, agradezco a la Comisión por la invitación. 


La Institución Nacional de Derechos Humanos tiene como antecedente un largo trabajo que en principio se 
desarrolló fuera del ámbito parlamentario, a través de una convocatoria de los grupos especializados de 
Naciones Unidas en la que participamos todos los partidos políticos. Recuerdo especialmente al ex Diputado 
Scavarelli por el Partido Colorado, a la señora Diputada Payssé y a la señora Senadora Percovich por el 
Frente Amplio, a la ex Diputada Argimón por el Partido Nacional y a quien habla por el Partido 
Independiente. El trabajo que se realizó fue de largo alcance porque durante varios meses se discutió cuál 
sería la nueva organización que debería tener esa Institución Nacional de Derechos Humanos, en el sentido 
de abarcar todo el alcance que indudablemente tiene ese tema. Se llevaron a cabo una serie de seminarios en 
los que participaron todos los partidos políticos y todos fuimos contestes en la idea de avanzar en la creación 
de esta Institución que debería depender del Parlamento y en consecuencia venía a generar una nueva visión, 
un nuevo enfoque en lo que refiere al tema. 


Cuando se votó esta ley por unanimidad, quedaron algunos temas pendientes y otros surgieron 
posteriormente como planteos e iniciativas a corregir o ajustar, como ser el nombre de la institución. Pero 
había una limitante, porque esta ley se votó en la Legislatura pasada en el período en el que la Constitución 
prohíbe la creación de cargos y, por tanto, más allá de que existía un acuerdo respecto a la asignación de 
recursos y a la remuneración que iban a percibir los directores, no había oportunidad de establecerlo. 
Consecuentemente, este tema quedó para ser resuelto en este Período. 


De acuerdo a la idea que se manejó, esta Institución Nacional de Derechos Humanos comprendía, por un 
lado, un enfoque integrador pero además estaba destinada a toda la temática de derechos humanos y se 
entendía, entre otras cosas, que todo lo relativo a la vigilancia y cumplimiento de los derechos humanos de 
las personas que estaban privadas de libertad oportunamente iba a quedar también integrado en esta 
Institución por la sencilla razón de que ambas instituciones conviven en el ámbito parlamentario. No parecía 
lógico que si se daba una nueva visión al tema de derechos humanos con un sentido más globalizador hubiera 
una institución especializada para el tema de cárceles y otra de derechos humanos. Entonces, con el sentido 
de ahorrar recursos y con un ejercicio eficiente de lo que serían los nuevos cometidos, se entendió que las 
funciones del Comisionado Parlamentario para las Cárceles iban a quedar comprendidas dentro de la nueva 
Institución Nacional de Derechos Humanos. Obviamente, había una realidad, había una persona designada y 
todos estuvimos contestes en la posibilidad la propia ley establece un límite de designar por un nuevo período 
al doctor Garcé dado el excelente trabajo que ha desarrollado en esa institución. La designación de la persona 
que ejerce el cargo de Comisionado Parlamentario para las Cárceles únicamente puede repetirse por un nuevo 
período. El doctor Garcé fue designado por un nuevo período con el voto de todos los partidos políticos. 


Esa idea primigenia de incluir los cometidos del Comisionado Parlamentario para las Cárceles en la 
Institución Nacional de Derechos Humanos, cae por su peso, no podía desarrollarse ahora. Esa situación tenía 
que ser resuelta hacia el futuro, es decir, en el momento que se cumpliera el segundo mandato del doctor 
Garcé. Por eso, en la redacción que se propone se tiene en cuenta una fecha determinada, es decir, el 
cumplimiento del segundo mandato del doctor Garcé para luego derogar el Comisionado Parlamentario para 
las Cárceles e incluir sus cometidos en la nueva Institución Nacional de Derechos Humanos. Como decía, 
esto es fundamentalmente para un uso eficiente de los recursos, porque el Parlamento no puede tener dos 
instituciones dedicadas a lo mismo. Tendrá que resolverse a nivel de la Institución Nacional de Derechos 
Humanos personalmente estoy convencido, pero este órgano colegiado va a tener que tener especializaciones. 
Por supuesto, esto no está planteado en el proyecto, pero para un mejor desempeño de funciones relativas a 
una institución colegiada creo que vamos a tener que recorrer el camino eso lo va a dar el fruto de la 
experiencia de que cada uno de los integrantes de esa institución, de ese Órgano colegiado, tendrá que 
especializarse en determinadas áreas. Por la trascendencia que tiene la situación de las cárceles agregaría la 
situación de los menores privados de libertad tendrá que haber un área especializada en todo lo que refiere a 
derechos humanos. 


Entonces, en ese acuerdo en el que participamos todos los partidos políticos estaba la idea de mantener los 
cometidos del Comisionado Parlamentario para las Cárceles y de establecer una organización a esta nueva 


Institución acorde a los cometidos expresamente señalados en la ley, a partir de la fecha del cese del mandato 
del actual Comisionado Parlamentario. 


La primera conclusión a la que quiero llegar es que, lejos de establecer una nueva organización burocrática 
está implícita en la creación de la ley, parecía lógico comprender los cometidos del Comisionado 
Parlamentario para las Cárceles por una cuestión del uso eficiente de los recursos. 


Sin duda, la experiencia que se ha recogido particularmente en lo que tiene que ver con el Comisionado 
Parlamentario para las Cárceles supone un activo del propio Parlamento en el sentido de haber cosechado 
información. La eliminación de este organismo abre la posibilidad es una consideración de carácter muy 
personal, por supuesto representando a mi partido, pero no involucro a los demás firmantes del proyecto que 
hoy no existe de que por esa experiencia que ha cosechado el doctor Garcé que de alguna manera quedaría en 
la medida que no puede tener un nuevo mandato, pueda aprovecharse en esa nueva Institución. Me parece 
que el hecho de aprovechar esa experiencia hay alguna referencia, que en todo caso es de alcance e 
interpretación de los artículos actuales deja una puerta abierta para esta nueva Institución que va a comenzar 
a desarrollar su tarea prácticamente de cero. 


Los otros artículos, como ya adelanté, tienen que ver con agregar a la denominación Institución Nacional de 
Derechos Humanos la frase "Defensoría del Pueblo". Esto mereció una discusión está claro que no hubo 
exactamente un consenso; para no ir más lejos teníamos alguna reserva respecto a ese agregado, pero en todo 
caso no supone un cambio cualitativo sino simplemente una forma de establecer una mayor identificación a 
nivel popular de una institución que va a cumplir precisamente ese papel: ser un veedor en temas vinculados 
a los derechos humanos. Además, deberá jugar ese papel más reconocido del "ombudsman", de la defensoría 
del pueblo en el sentido de que sea un ámbito en el que se puedan plantear denuncias respecto a las 
violaciones de los derechos humanos. Quizás el término "defensoría del pueblo" recoge mejor el planteo. 


El artículo 2” refiere a la remuneración. En ese sentido, quiero señalar que también hay un cambio con 
respecto a la situación actual del Comisionado Parlamentario para las Cárceles, que hoy percibe un salario 
equivalente al de un legislador. Ahora tendría una reducción al 75%. 


El artículo 3” tiene que ver con el presupuesto. Realmente, la solución que no fue discutida y que fue votada 
tenía una serie de aspectos que a nuestro juicio eran inconstitucionales y que en el momento de la votación 
reitero, cuando ya estábamos en período electoral en el plenario de ambas Cámaras se tenía plena conciencia 
de que esto iba a ser modificado posteriormente. Si leen el artículo 75 vigente van a ver que hay una serie de 
incongruencias de las que seguramente todos han tomado nota. Este artículo expresa: "El Consejo Directivo 
elaborará el proyecto de Presupuesto de la INDDHH, el que será puesto a consideración de la Cámara de 
Representantes dentro de los primeros noventa días de haber asumido la nueva dirección de la INDDHH 
(...)". Se establece una prohibición. Primero, acá hay un aspecto irregular. Si estamos hablando de que es un 
Órgano que va a ser dependiente del Poder Legislativo no parecía lógico que fuera la Cámara de 
Representantes, teniendo en cuenta los propios antecedentes de la creación del Comisionado Parlamentario 
para Cárceles, la que generara la aprobara el Presupuesto. Una solución podría haber sido que lo aprobara la 
Asamblea General, pero esta no tiene un Presupuesto establecido. Lo más parecido que tenemos es el 
Presupuesto de la Comisión Administrativa. Cuando se discutió el tema del Comisionado Parlamentario se 
consideró que ese Presupuesto estuviera incluido dentro del Presupuesto de la Comisión Administrativa que, 
como es sabido, lo vota el Senado. Entonces, justamente para tratar de levantar situaciones insatisfactorias a 
nuestro juicio y de quienes participamos en la redacción de este proyecto, se propone este artículo 75 que 
dispone concretamente que el Consejo Directivo de la Institución Nacional de Derechos Humanos eleve su 
Presupuesto al Presidente de la Asamblea General a efectos de que se incluya en el de la Comisión 
Administrativa del Poder Legislativo, que es considerado por la Cámara de Senadores de acuerdo a lo 
dispuesto por el artículo 108 de la Constitución de la República. Esto levanta, entre otras cosas, el segundo 
inciso que decía que el proyecto de Presupuesto no se podía modificar. 


Como pasa en la consideración de todos los Presupuestos, aun en el de las propias Cámaras, hay una 
propuesta que en este caso va a considerar la Cámara de Senadores, que tiene una total libertad para realizar 
modificaciones de acuerdo a su leal saber y entender. Esa objeción importante que se había hecho queda 
salvada por esta situación. 


En lo que refiere a la Rendición de Cuentas establecida en el artículo 76, se actúa en consecuencia con la 
modificación que se hace en el artículo 75, es decir que la Institución de Derechos Humanos rendirá cuenta 


anualmente a la Asamblea General y podrá asimismo proponer las modificaciones presupuestales que estime 
indispensables dentro de los plazos previstos en el inciso segundo del artículo 108 de la Constitución de la 
República. Volvemos a remitirnos a los plazos que tiene el Senado para la consideración de su propio 
Presupuesto y del Presupuesto de la Comisión Administrativa. 


Ya hicimos una referencia expresa al porqué de la inclusión de los artículos 5” y 6”. La inclusión del 
artículo 7* se estableció en cumplimiento del Protocolo Facultativo de la Convención contra la Tortura y 
Otros Tratos o Penas Crueles, Inhumanos o Degradantes que se ratificó por la Ley_N” 17.914. Al crearse la 
Institución de Derechos Humanos había que hacer referencia a esa Convención para que efectivamente ese 
tema quedara incluido. 


SEÑORA PAYSSÉ.- No quiero opinar sobre el proyecto porque eso lo haremos en la Comisión, pero 
quería aprovechar la presencia del invitado y firmante del proyecto para hacerle dos preguntas. 


Escuché atentamente al señor Diputado Posada y quería preguntarle si la permanencia del señor Álvaro 
Garcé en el cargo de Comisionado Parlamentario, en caso de que pudiera ser un integrante de esta institución, 
no estaría en contradicción con el literal e) del artículo 45 de la Ley N” 18.446. 


La otra pregunta que quiero formular tiene que ver con el hecho de que recibí algún comentario acerca de que 
la dotación salarial del Comisionado Parlamentario fue fijada por la Asamblea General en oportunidad de su 
designación, tal cual dice la ley de creación del Comisionado Parlamentario. El hecho de plantearlo 
directamente en este proyecto de ley, ¿puede ser objeto de alguna interpretación acerca de una forma 
equivocada de hacer el planteo en lugar de remitirse directamente a un texto similar al que tiene la Ley 

N? 17.684, que en su artículo 15 establece cómo será designado? El artículo 15, a continuación, dice: "Su 
dotación será fijada por la Asamblea General en la oportunidad de designarle". Como la designación de 
ambas instituciones requiere de mayorías calificadas en la Asamblea General, si hay acuerdo en la 
nominación de los Directores habría acuerdo en la parte salarial. Mi pregunta no es una objeción a la 
redacción del proyecto que lleva mi firma. Solo trato de pensar en voz alta ya que tenemos la suerte de tener 
acá al señor Diputado Posada sobre ese aspecto en particular. 


SEÑOR POSADA.- Empiezo por la última pregunta. 


Creo que esa puede ser una salida perfecta, es decir que la remuneración no sea establecida por ley sino que 
sea una decisión de la Asamblea General. En cualquier caso, sea por intermedio de la Asamblea General o 
por la aprobación de la ley, va a ser la Asamblea General, precisamente por el mecanismo de aprobación de 
una ley, la que en definitiva fije la remuneración. El tema está en cuál es el estatus que le queremos dar a 
esto. Si debiera estar fijado en la ley, deberá estar prevista la remuneración, y si no queremos incluirlo en la 
ley esta será una decisión que se tome en oportunidad de la designación de las personas que integren ese 
órgano colegiado, ese Consejo Directivo de la Institución de Derechos Humanos. Me parece que el camino 
está abierto. Obviamente, tiene una mayor permanencia lo que está fijado en la ley, y es una mayor garantía 
para todos. 


Con respecto a la pregunta de si existirían inhibiciones para el caso de que eventualmente el actual 
Comisionado Parlamentario para Cárceles pueda ser integrante del Consejo Directivo de la Institución de 
Derechos Humanos me parece que no es bueno que hagamos un manejo de nombres en ese sentido; yo 
simplemente planteé la posibilidad porque me parece que ya estaba presente, depende de la interpretación 
que hagamos del artículo 45. Está claro que el Comisionado Parlamentario para Cárceles no es un cargo 
público electivo, y es discutible que sea un cargo de particular confianza política. Es un cargo de designación 
parlamentaria no había antecedentes cuando se hizo la ley y está claro que al respecto se tomó especial 
recaudo. Muchos de los aspectos que se toman acá se trajeron de la experiencia de la ley del Comisionado 
Parlamentario para Cárceles. A mí me parece que este asunto debiera ser laudado por la propia Asamblea 
General a la hora de la designación de las personas en el eventual caso de que, por ejemplo, el actual 
Comisionado Parlamentario se postulara para un cargo. Allí hay un tema de interpretación, y eso queda 
abierto a la propia Asamblea General en el momento de la designación. 


SEÑOR PRESIDENTE.- En la versión taquigráfica de la sesión anterior figura lo que manifesté 
oportunamente con referencia a las ventajas que tiene la institución del Comisionado Parlamentario 


con respecto a esta. 


Antes que nada, quiero dejar bien en claro nuestro apoyo al Instituto Nacional de Derechos Humanos y a 
varios de los artículos de este proyecto, pero ratificamos que no estamos de acuerdo con la absorción del 
Comisionado Parlamentario. Dentro de los muy interesantes argumentos que nuestro colega el señor 
Diputado Posada manifestó, está el ahorro de recursos. Entonces, yo quisiera saber honestamente no lo sé 
cuánto implica el funcionamiento de la Oficina del Comisionado Parlamentario. Según tengo entendido, tiene 
la asignación de determinado sueldo y oportunamente se conformó con diez pases en comisión. Lógicamente, 
también cuenta con los recursos necesarios para movilizarse y para hacer las visitas correspondientes, y 
somos conscientes de que las hace. Yo no veo, en comparación con esta otra institución que evidentemente 
tiene una estructura que la habilita para funcionar no solamente en el ámbito carcelario, qué ahorro se puede 
hacer desde el punto de vista presupuestal cuando se establecen cinco integrantes con más de $ 80.000 de 
sueldo, veinte cargos administrativos si son sueldos del Parlamento estaríamos hablando de $ 30.000 como 
mínimo, tres técnicos los técnicos parlamentarios cobran un promedio de $ 50.000 y diez pases en comisión 
que, aun cuando sus sueldos no salgan del Presupuesto de la Asamblea General, sí salen de las arcas del 
Estado. Reitero, no sé cuánto cuesta el Comisionado Parlamentario, pero aquí estamos hablando de más de 

$ 1:000.000 por mes. 


SEÑOR POSADA.- ¿De dónde sale esa cifra? 


SEÑOR PRESIDENTE.- De los cinco cargos de Directores con un promedio de $ 80.000; los veinte 
cargos administrativos nadie va a trabajar gratis; si van a hacer un concurso es porque van a acceder a 
un cargo en el que van a ganar dinero, y un cargo administrativo en el Parlamento es de más de 
$ 30.000; los técnicos los abogados, escribanos, ingenieros, psicólogos, psiquiatras, tienen un promedio 
de sueldo de $ 50.000, y los diez funcionarios en comisión que el Estado tiene que pagar. Si la mano 
viene por el ahorro de recursos, yo creo que con esta institución que ojalá esté funcionando a la 
brevedad posible lejos de ahorrarse dinero, por lo menos con respecto a la Oficina del Comisionado 
Parlamentario, ocurre todo lo contrario. 


También quiero resaltar que cuando se habla de si el doctor Garcé puede integrar o no este instituto se hace 
una especie de futurología sin fundamento, se parte del error de considerar que un órgano es la persona, 
cuando la Oficina del Comisionado Parlamentario es la Oficina del Comisionado Parlamentario. Que hoy el 
doctor Garcé sea el Comisionado Parlamentario no significa que sea la institución Comisionado 
Parlamentario. Aun cuando reconozco que el doctor Garcé ha cumplido por algo se le renovó el mandato, no 
veo que sea un motivo de aprobación para que integre el Directorio de esta nueva institución. Además, 
estamos haciendo el uso indebido del nombre de una persona, un técnico, un profesional, que no sabemos ni 
siquiera si está de acuerdo con esto o no. 


Cuando se votó la institución Comisionado Parlamentario, aquel proyecto del doctor Díaz Maynard, yo no 
sabía y seguramente ningún Diputado de la existencia del doctor Garcé, o sea que no fue una institución que 
se creó para él. 


(Diálogos) 


——— Acá se está manejando la argumentación de que entre los cinco miembros del futuro Directorio podría 
estar el doctor Garcé. Garcé es un buen engranaje de una buena herramienta, pero no significa que la 
institución Comisionado Parlamentario no funcione si no está el doctor Garcé. Creo que felizmente en 
Uruguay tenemos muchos técnicos y que seguramente después de este período va a haber gente capacitada 
para ejercer esta tarea. 


Reitero: no veo esto desde el punto de vista del ahorro de recursos. En momentos en que por todos lados 
vemos mensajes del Poder Ejecutivo de moderación en los gastos, de no creación de nuevos cargos, etcétera, 
no estoy de acuerdo con esto. Esa es mi opinión, y no he oído ninguna argumentación que me haga cambiar. 
Estoy dispuesto a votar unos cuantos artículos pero no los artículos 5* y 6” de este proyecto. 


SEÑOR POSADA.- En primer lugar, va de suyo que la referencia al doctor Garcé es porque tenemos, 
creo, en el ámbito parlamentario, una valoración muy especial de lo que ha sido su gestión. Queramos 


o no, hoy la institución del Comisionado Parlamentario para Cárceles tiene una impronta de carácter 
personal. Precisamente, yo participé en la Comisión que lo designó, y tuvimos en cuenta distintas 
valoraciones y los currículos que se presentaron. La realidad reafirma que tomamos una decisión muy 
satisfactoria que, por otra parte, fue por unanimidad. Quiero recordar que en esa Comisión estábamos 
representados todos los partidos políticos así lo impone la propia ley y planteamos por unanimidad el 
nombre del doctor Garcé. 


Una institución que nace, obviamente, tiene una impronta de carácter personal. Yo creo esto lo digo 
precisamente no para desmerecer sino para reconocer un hecho de la realidad que las experiencias positivas 
no debemos echarlas en saco roto. Si estamos pensando en una institución que nace, lo que debemos tratar de 
recoger son las experiencias de lo que hemos hecho bien. Creo que la tarea que se ha desarrollado en el 
ámbito del Comisionado Parlamentario para Cárceles ha sido de beneplácito de todo el Parlamento. 


Se hace referencia a lo que sería el presupuesto de la Institución de Derechos Humanos. Ningún artículo de la 
ley, salvo la referencia expresa establecida en esta propuesta con relación al sueldo que tendrían los 
integrantes de la Comisión Directiva, permite hacer suposiciones como las que hizo el señor Presidente. 
Realmente, no hay ningún otro aspecto, salvo el referido a que proyectará su presupuesto. Es el Senado de la 
República el que en definitiva deberá aprobar ese presupuesto, que tendrá que estar incluido en el de la 
Comisión Administrativa. Por lo tanto, no sé cómo se pueden establecer criterios concretos respecto a lo que 
será la dotación en materia de personal cuando no hay ninguna referencia expresa. Es obvio que el proyecto 
de presupuesto tendrá que establecer una propuesta concreta en ese sentido. En tal caso, será el Senado de la 
República el que valorará cuáles son los recursos a aplicar. Me parece que es una decisión que no está 
planteada ahora y formará parte de una discusión posterior, pero eso no nos habilita a hacer referencias o 
suposiciones que hoy no están contenidas en el proyecto. Voy a hablar en el terreno de las suposiciones y eso 
es una limitación. Quizá se debería discutir si el camino a seguir es, por ejemplo, el que se utilizó para dotar 
de personal a la institución Comisionado Parlamentario para Cárceles en el sentido de habilitar el mecanismo 
de los pases en comisión o el que se utilizó para establecer algún tipo de infraestructura administrativa 
mínima. En todo caso, ese es un tema que por ahora no está en la discusión. 


Como decía al principio, uno pretende que esto que nació con el acuerdo de todos los partidos políticos siga 
con el acuerdo de todos los partidos políticos. Me parece que lo que da garantías a una institución de esta 
naturaleza es estar todos de acuerdo en recorrer ese camino. Tal vez hubo cambios en el último tiempo y, en 
ese sentido, es absolutamente legítimo plantearlo. El camino recorrido hasta acá ha contado con el acuerdo de 
todos. Por lo tanto, considero que deberíamos tratar de hacer el esfuerzo para que ese camino siguiera 
manteniéndose de la misma manera. Y si hay objeciones, que se habilite lo que tiene acuerdo y se siga 
discutiendo lo que tiene diferencias. 


Me animo a decir que si no definimos algunas situaciones ahora, cuando no tienen nombre y apellido, vamos 
a tener dificultades. Si los cometidos de la ley que crea el Comisionado Parlamentario para Cárceles no se 

derogan antes de la designación de quien eventualmente suceda al doctor Garcé, vamos a tener una situación 
de hecho. Creo que políticamente siempre es aconsejable resolver esas situaciones antes de que se produzcan. 


Por otra parte y esto sí es efectivamente un ahorro, si estamos de acuerdo en crear una institución de derechos 
humanos y que las personas que van a cumplir la tarea integrando el Consejo Directivo deben tener una 
determinada remuneración, está claro que, si en lugar de cinco, mantengo seis integrantes en el Consejo 
Directivo y además al Comisionado Parlamentario para Cárceles estoy considerando un cargo más, con una 
remuneración superior a la de los integrantes del Consejo Directivo. Yo me remito a esto último. En el afán 
de representar a todos los que firmamos el proyecto, la intención era lograr una solución de consenso, sobre 
la base de que todos los partidos políticos habíamos participado de esto. Si hay objeciones, cambios u algún 
otro planteo referente al sustento de esta institución, que tiene que nacer con el apoyo de todos, así como 
recorrimos el camino anterior deberíamos recorrer este: aprobemos lo que tenga acuerdo y replanteemos el 
tema más adelante. Advierto que vamos a tener un problema a futuro, y cuanto antes lo resolvamos será 
mejor. 


SEÑOR PAYSSÉ.- Respecto al planteo del señor Presidente, quisiera saber en qué artículo del proyecto 
se establecen los veinte cargos administrativos que costarían lo que calcula, para ayudarnos a razonar 
de manera conjunta. 


Por otra parte, quiero diferenciar la ley que ya está votada y los cuestionamientos que eventualmente surjan 
del análisis del proyecto complementario. Nosotros tenemos una ley aprobada y, si queremos, podemos 
discutirla de cabo a rabo. La cuestión es que fue votada por los cuatro partidos políticos en ambas Cámaras. 
Entonces, podemos arrancar de cero. Creo que el espíritu que hubo en el grupo de trabajo al que hizo 
referencia el señor Diputado Posada fue el que hizo que concluyéramos en este producto legislativo, que 
aprobamos oportunamente, y que por las causas establecidas, que fueron mencionadas inclusive en la sesión 
anterior, no fue culminado. No logro darme cuenta tal vez sea un error mío de dónde surge ese número de 
veinte administrativos contratados y todo lo demás. Tal vez no recuerdo de memoria toda la ley, pero la 
memoria de los seres humanos a veces falla. 


Hemos demorado tanto con este asunto que minimizamos las urgencias, porque si hubiera habido voluntad 
política esta institución debería haber estado funcionando el año pasado, pero no la hubo para llegar a un 
acuerdo. Por otra parte, quiero sumarme al razonamiento que hizo el señor Diputado Posada, quien planteó la 
eventual continuidad de la persona de Álvaro Garcé. La única experiencia que tenemos con una institución 
dependiente del Parlamento es la del Comisionado Parlamentario y la persona que ocupa el cargo. No 
tenemos otros antecedentes. Entonces, automáticamente hacemos la equiparación: Comisionado 
Parlamentario-Álvaro Garcé. No se nos ocurre otra persona porque es la que estuvo, la que cumplió una 
actuación destacada y la que fue reivindicada por los cuatro partidos políticos en su renombramiento. 
Seguramente, el doctor Díaz Maynard cuando propuso esta institución no veía la posibilidad de contar con 
una institución más abarcativa en los próximos años. No voy a hablar por el doctor Díaz Maynard, a quien 
todos conocemos y sabemos de su apego a la defensa y promoción de los derechos humanos, pero me hago 
cargo de decir que si hoy estuviera entre nosotros estaría de acuerdo con que trabajáramos este tema. Doy fe 
de que, luego de la aprobación de la ley de Comisionado Parlamentario, tenía conocimiento de que se estaba 
trabajando en una institución más sólida, más grande, abarcativa, holística. Tampoco quiero que se interprete 
que hubo una idea del doctor Díaz Maynard que hoy se desecha. Por el contrario, su idea primigenia hoy se 
agranda. Tenemos una buena experiencia parlamentaria. No queremos que haya instituciones que promuevan 
derechos humanos de manera parcial. Estamos buscando que hoy todos los uruguayos y las uruguayas tengan 
la posibilidad de contar con una institución donde puedan ir a hacer sus planteos. También queremos tener 
una institución que ayude a controlar a la Administración ya lo dije en la sesión pasada, a proponer y 
colaborar con los informes país. 


Esta institución va a tener una particularidad: va a estar integrada por la sociedad civil en su Asamblea anual, 
además de los Directores que serán nombrados en la Asamblea General. 


En síntesis, el primer planteamiento refiere a que no logro interpretar de dónde el señor Presidente saca los 
datos para hacer esa proyección de presupuesto con esos cargos. Tal vez si me dice a qué artículo se refiere 
podré darme cuenta, o si es una apreciación personal, producto de cómo está funcionando hoy la Oficina del 
Comisionado Parlamentario. Esta Oficina funciona dentro del ámbito del Poder Legislativo, usa la 
infraestructura del Poder Legislativo, tiene vehículos provistos por el Poder Legislativo que no se los da a los 
legisladores para sus integrantes, que son quienes completan esas más de cuatrocientas visitas que se marcan, 
porque el Comisionado Parlamentario no se puede clonar. Él tiene una oficina y cuenta con un equipo de 
trabajo que tiene potestad para entrar en las cárceles. Hay una infraestructura montada en el Poder 
Legislativo en función de la institucionalidad que hoy existe. Reitero que me gustaría saber de dónde surge la 
apreciación que hace el señor Presidente sobre los costos, a los efectos de ir acercando posiciones en este 
debate que se está dando en la Comisión. 


SEÑOR ESPINOSA.- No voy a centrar mis opiniones en las evaluaciones de costos e insumos, porque 
me parece que no es el punto neurálgico de la discusión en el día de hoy. Comparto con el señor 
Presidente que insumos y costos van a existir, pero eso se deberá analizar en otro momento. 


Quiero decir que también participé, aunque no en su totalidad, de esas jornadas de reflexión y elaboración de 
la ley que crea la institución nacional de derechos humanos. Créanme y me rectificaré si me perdí parte de la 
película que en ningún momento se me dijo que había una aspiración, una propuesta de integrar todas 
aquellas tareas vinculantes a la defensa y promoción de los derechos humanos. Tanto es así quizás yo me 
comí parte de esa película, que el artículo 10 de la Ley N* 18.446, que crea la Institución Nacional de 
Derechos Humanos, establece que dicha Institución deberá coordinar sus funciones con el Comisionado 
Parlamentario para el Sistema Carcelario, los defensores del vecino y demás instituciones similares que se 
establezcan en el futuro. 


No pretendo aludir a la señora Diputada Payssé, pero cuando ella habla de que el espíritu es que no existan 
instituciones que realicen la protección, defensa y promoción de los derechos humanos de manera parcial, 
creo que en aquel momento no se estaba visualizando o, por lo menos, no se estaba determinando tan 
categóricamente que había que hacer un gran bolsón de instituciones y unificarlas todas en esta. 


Soy un firme defensor de la institución Comisionado Parlamentario, por su especificidad, por lo que ha 
desarrollado, por su independencia, por su objetividad. Tengo que volver a decir esto no es anteponerme a los 
hechos que pueden ocurrir en el futuro; no es hacer futurología barata que en un colegiado, en un Directorio 
de cinco miembros, perder esa especificidad, esa gestión, es contraproducente para lo que se ha avanzado. 
¿Hay mucho más para avanzar? Por supuesto. Pero yo no veo que en un equipo de cinco personas vaya a 
haber determinados actores especializados en esta función. No quiero prejuzgar. No quiero decir que va a 
existir una natural tendencia a buscar temas más bonitos o agradables. Estoy convencido de que cualquiera de 
los honorables integrantes del futuro Directorio colegiado o Comisión Directiva, como se quiera llamar, de 
esta Institución lo podrá hacer. Pero no me parece bien perder la oportunidad de que lo siga haciendo el 
Comisionado Parlamentario. 


El propio proyecto en discusión en la jornada de hoy determina en su artículo 6* cuáles son las atribuciones 
que tendría la Institución de Derechos Humanos y Defensoría del Pueblo, absorbiendo por supuesto las tareas 
que realiza el Comisionado Parlamentario 


Es una transcripción exacta del artículo 2* de la Ley_N” 17.684. Me parece perfecto. Pero la ley que crea el 
Comisionado Parlamentario tiene otras especificaciones, otras herramientas que no están incluidos en este 
proyecto. Por ejemplo, el artículo 3* dice: "El Comisionado Parlamentario no podrá modificar ni anular los 
actos y resoluciones de la Administración, ni imponer sanciones ni otorgar indemnizaciones. Podrá, sin 
embargo, sugerir la modificación de los criterios utilizados para la producción de actos y resoluciones". El 
artículo 5* expresa: "Los servicios administrativos encargados de los establecimientos de reclusión están 
obligados a auxiliar y colaborar con el Comisionado Parlamentario en sus investigaciones, inspecciones o 
pedidos de informe". Ni qué hablar la especificidad tan puntual del artículo 9% donde se determina: "Queda 
prohibido el registro, examen, interceptación o censura de la correspondencia epistolar, telegráfica o de 
cualquier otra especie dirigida al Comisionado Parlamentario, incluyéndose aquella remitida desde cualquier 
centro de detención, internamiento o custodia de las personas". Seguimos con el articulado que protege la 
figura y funciones del Comisionado Parlamentario. Todos estos instrumentos tan legítimos en una tarea tan 
ardua y compleja como la que realiza hoy el instituto del Comisionado Parlamentario van a quedar sin efecto. 
En el proyecto propuesto no veo esos cuidados, esas recomendaciones, esas articulaciones. La fundamental, 
la obligación de la autoridad carcelaria de colaborar con las investigaciones, inspecciones o pedidos de 
informes, queda liberada a la buena voluntad del sistema penitenciario. 


Entonces, creo que podemos recorrer dos caminos. Valoro y pondero lo expuesto por el señor Diputado 
Posada cuando habla de los consensos político partidarios. Los obtuvimos en aquel momento pero destaco 
que, en esa instancia, con el artículo 10 de la propuesta de creación de la Institución Nacional de Derechos 
Humanos se preveía coordinar esfuerzos. Incluso hablaba de instituciones "que vendrán" a fomentar la 
protección y promoción de derechos humanos, habilitándose a que coordinaran entre todas. 


Reitero por tercera o cuarta vez: si es mi error haberme comido una parte de la película, que se me diga en 
este momento. No he recibido ninguna orientación en ese sentido y todos estamos, hoy por hoy, auspiciando 
los consensos. 


Para ser práctico, quiero decir que estoy dispuesto a votar el proyecto, pero sin los artículos que derogan la 
institución del Comisionado Parlamentario y sus funciones. 


SEÑORA PAYSSÉ.- Me parece bueno este intercambio porque nos ayuda a pensar a todos y a todas y 
a ver las prevenciones o miradas sobre este proyecto que tenemos a consideración. También quiero 
decir que cuando elaboramos y luego votamos la Ley N” 18.446 fijamos unas potestades a esta 
institución, con un Directorio colectivo, que van más allá de las que hoy tiene el Comisionado 
Parlamentario. Por eso no me gustaría apurar el debate, que me parece que está siendo interesante, 
constructivo. Los invito a leer el literal A) del artículo 35 de la Ley N” 18.446 y el literal E) del 
artículo 2” de la Ley N” 17.684. Esta última ley es la de creación del Comisionado Parlamentario. En el 
literal E) del artículo 2” se establece entre las funciones del Comisionado Parlamentario: "E) Realizar 


inspecciones de carácter general a los establecimientos carcelarios, debiendo anunciar su visita a la 
autoridad correspondiente con no menos de veinticuatro horas de anticipación" esto es lo que dice la 
ley actualmente "Cuando se trate de verificar una denuncia concreta podrá realizar una inspección, a 
ese solo efecto, sin previo aviso". En el literal A) del artículo 35 de la Ley_N” 18.446, que refiere a las 
facultades de la Institución Nacional de Derechos Humanos se establece: "Efectuar, con o sin previo 
aviso, visitas de inspección a cualquier lugar o sector de actividad de los organismos y entidades objeto 
de su competencia, pudiendo concurrir con peritos, asesores o con quien estime del caso, estando 
habilitada a registrar la inspección o visita por los medios y con los soportes tecnológicos que estime 
pertinentes". En esta ley, que está vigente, no le imponemos un aviso previo de veinticuatro horas a 
nadie para que pueda presentarse en algún lado a los efectos de la inspección correspondiente. 


SEÑOR POSADA.- Con el permiso de la Diputada Payssé, quiero hacer un agregado que me parece 
fundamental. En el artículo 2” de la Ley _N” 18.446 se establece: "La INDDHH no se hallará sujeta a 
jerarquía y tendrá un funcionamiento autónomo no pudiendo recibir instrucciones ni órdenes de 
ninguna autoridad". Ese es un aspecto capital. Como la señora Diputada estaba anotando las 
potestades que la Institución Nacional de Derechos Humanos tiene en forma comparativa con el 
Comisionado Parlamentario, me pareció que este aspecto era de recibo. 


SEÑORA PAYSSÉ.- Si seguimos avanzando en la lectura de los literales vinculados a las facultades el 
señor Diputado Posada hacía referencia a otros artículos, veremos que algunas prevenciones que 
pueden ser lógicas y compartibles están saldadas en la medida en que la Ley N” 18.446 las prevé. Lo 
que sucede es que la Ley N” 18.446 existe nada más que en un papel. Está escrita "negro sobre blanco", 
a partir de que el 27 de enero de 2009 fue publicada en el Diario Oficial, pero no tiene ningún efecto 
práctico porque todavía no la hemos podido echar a andar. Y por eso mismo no deberíamos 
apresurarnos. Deberíamos analizar nuevamente todo esto teniendo en cuenta las dudas lógicas que 
existen, que escucho aunque no las comparto en la medida en que voy buscando las respuestas a los 
planteos que se han hecho a los efectos de ver si leyendo la Ley N” 18.446 encontramos realmente esas 
dificultades que se plantean, porque yo no lo interpreto así. Reitero que el literal A) del artículo 35 le 
da más potestades que las que tiene hoy el Comisionado Parlamentario con respecto al sistema 
carcelario. Y si seguimos leyendo, seguramente avancemos sobre algunas cuestiones. Además, tuvimos 
la precaución de introducir algunas cuestiones en el artículo 6” a texto expreso. Como saben estuvo 
circulando un anteproyecto que tenía las mismas características aunque estaba redactado de otra 
forma, pero no transcribía las potestades del Comisionado Parlamentario en forma taxativa. Sin 
embargo, el artículo 6” ahora como bien dijo el señor Diputado Espinosa, e hizo referencia el señor 
Diputado Posada transcribe fielmente el artículo 2” de la Ley N” 17.684. 


Entonces, me parece que no estamos restringiendo potestades sino que las estamos reiterando, pero también 
ampliando. Eso es lo que deberíamos analizar a los efectos de ver cómo proseguimos. 


SEÑOR PRESIDENTE.- No me voy a referir a las últimas manifestaciones por una cuestión de respeto 
al tiempo de todos los presentes. Me remito a la versión taquigráfica de la sesión anterior sobre este 
mismo tema, aludiendo no solo a la actuación y el funcionamiento sino también en cuanto al 
procedimiento establecido en la Ley del Comisionado Parlamentario. Allí se disponen los plazos y 
procedimientos de cómo se tienen que contestar las observaciones del Comisionado. Eso está todo en la 
ley. Para mí está fuera de discusión lo relativo a la actividad y las ventajas que tiene la institución 
Comisionado Parlamentario sobre esto. 


No me siento aludido cuando se señala que alguien cambió de opinión. No soy yo quien cambió de opinión. 
Yo siempre dije que no votaba el artículo 5%. Y lo sigo manteniendo. Tal vez me mantenga en apoyo a la ley 
original porque, como muy bien dijo el señor Diputado Espinosa, en ella nunca se dice que se va a ir en 
contra del artículo 10 que habla de coordinación. Sin embargo, aquí lo que hay es una ejecución, en el sentido 
literal de la palabra. Acá ejecutan la institución Comisionado Parlamentario, o sea que la eliminan. 


Se critica la Oficina del Comisionado Parlamentario, señalando que usa la infraestructura del Parlamento, 
como si fuera algo negativo. Quiero decir que eso es positivo. ¡Ojalá todo el Estado usara la infraestructura 
que tiene ociosa! Así no habría una superposición que, en definitiva, lo único que hace es agrandar el gasto 
del Estado, produciendo, además, ineficiencia, porque las actividades se superponen. Basta con ver lo que 


pasa con dos o tres autos que están sin funcionar y algunos chóferes sin actividad. ¡Bienvenido sea que la 
Oficina del Comisionado Parlamentario use la infraestructura que tiene el Parlamento! Para esta otra 
institución habría que alquilar una casa, que no puede ser chica, porque no serviría para la cantidad de 
personas. Reitero que me parece importante que la Oficina del Comisionado Parlamentario repito: no del 
doctor Garcé sino del Comisionado Parlamentario use la infraestructura del Estado, o sea la que tiene el 
Parlamento, para funcionar. 


Se pregunta de dónde saco la fantasía relativa a ese otro tema. Esto no se dice específicamente, pero sí en 
forma condicional, dejando una puerta entreabierta. Y cuando de creación de cargos se trata, toda puerta 
entreabierta se termina por abrir. En el artículo 81 de la Ley N” 18.446 se señala: "Dentro de los treinta días 
corridos desde la primera elección del Consejo Directivo, la Asamblea General llamará a concurso de 
oposición y méritos entre funcionarios públicos, preferentemente especializados en derechos humanos, para 
cubrir hasta veinte cargos administrativos" no dice que sean gratis "y tres cargos técnicos. Sin perjuicio y 
además, el Consejo Directivo de la INDDHH dispondrá de la facultad de solicitar en comisión hasta diez 
funcionarios públicos de cualquier dependencia o Poder del Estado (...)". Claro que acá no establece 
claramente eso, pero deja una puerta entreabierta y habla de manera condicional. Y todos sabemos que 
cuando se abre una puerta, por lo menos un poquito, siempre hay alguien que le pone el pie para que no la 
cierren, y al poco tiempo se termina de abrir. 


Entonces, me remito a una frase con la que estoy de acuerdo: ¿para qué echar en saco roto experiencias que 
han sido positivas? Ratifico que estoy de acuerdo con la creación y el funcionamiento, a la brevedad posible, 
de una institución tan importante como esta, pero no estoy dispuesto a votar la ejecución de la institución 
Comisionado Parlamentario. 


SEÑOR ESPINOSA.- Sin duda ha sido un detalle muy agudo de la señora Diputada Payssé la lectura 
del literal A) del artículo 35. Pero afinando agudezas, quiero decir que estamos cayendo en una 
cantidad de contradicciones. El literal A) del artículo 35 de la Ley_N” 18.446 establece: "Efectuar, con o 
sin previo aviso, visitas de inspección a cualquier lugar o sector de actividad de los organismos y 
entidades objeto de su competencia, pudiendo concurrir con peritos, asesores o con quien estime del 
caso (...)". Pero en el literal E) del artículo 6” del proyecto que estamos discutiendo se establece: 
"Realizar inspecciones de carácter general a los establecimientos carcelarios, debiendo anunciar su 
visita a la autoridad correspondiente con no menos de 24 (veinticuatro) horas de anticipación (...)". 


SEÑOR POSADA.- Ahí hay una incongruencia... 


SEÑOR ESPINOSA.- Hay una incongruencia absoluta. Luego, en el literal F) del artículo 35 de la Ley 
N*_ 18.446, se establece: "Ingresar, con o sin previo aviso a los lugares de detención, hospitales, 
establecimientos militares y cualquier otro establecimiento en que existan personas privadas de 
libertad o en régimen de internación". Esto vuelve a chocar con el literal E) del artículo 6” propuesto. 


SEÑOR POSADA.- Evidentemente, lo que se hizo en la propuesta fue copiar textual el otro artículo. 
Obviamente, en el trabajo de la Comisión se deben realizar estos ajustes. Creo que ese tipo de 
señalamientos corresponden al propio trabajo de la Comisión. 


SEÑOR ESPINOSA.- Déjeme terminar, señor Diputado. 


¿Por qué la agudeza de estos señalamientos? Para insistir con firmeza en lo que dispone el artículo 10 de la 
ley de creación de la Institución Nacional de Derechos Humanos. El espíritu aquí vuelvo al punto fue 
coordinar con el Comisionado Parlamentario las instituciones futuras que se crearán. Desde mi punto de vista 
creo que esto queda palmariamente señalado en la propia redacción de la ley, en aquel momento ni siquiera 
estaba la idea de incorporar o absorber la institución del Comisionado Parlamentario a esta. 


SEÑORA PAYSSÉ.- Quiero decir que en ningún momento usé calificativos ni hablé de fantasías. Pedí 
referencias. El señor Presidente acaba de mencionar el artículo 81 y así aterriza mi pregunta. El 
artículo 81 refiere a funcionarios públicos. No habla de un concurso abierto ni de cargos nuevos. 
Serían funcionarios públicos que se presentarían eventualmente a un concurso que tendrá que hacerse 
con las garantías que la propia ley establece. 


Por otra parte, lo que dice el señor Diputado Espinosa es cierto. Nosotros pusimos eso en el artículo 10 
porque también establecimos, aunque no recuerdo en qué artículo, que la institución que votábamos en la 
Legislatura pasada empezaba a funcionar en la Legislatura siguiente. Sabíamos que teníamos aquella 
"dificultad" entre comillas, para que no se entienda que es un calificativo de que en el momento de votar la 
ley hubiera instituciones el caso del Comisionado Parlamentario formando parte de un proyecto futuro, que 
todavía no teníamos concretado. Entonces, fue dicho de esa forma. 


Nosotros hablábamos de los Defensores del Vecino y "demás instituciones que se establezcan en el futuro", 
como dice el artículo 10 de la Ley N* 18.446. ¿Por qué? Porque eran problemas departamentales y no 
podemos entrar en las autonomías departamentales. Si en lugar de llamarse Defensor del Vecino se llamaba 
Defensor del no sé qué en el Departamento tal o en el Municipio cual ahora existe un tercer grado de 
Gobierno, podíamos tener alguna dificultad. Y cuando hablábamos de "demás instituciones similares que se 
establezcan en el futuro", referíamos a las que fueran similares a las de los Defensores del Vecino. Por eso 
fue puesta la coma en ese lugar. Entonces, después de tener una institución nacional que englobe a todo, sería 
ilógico iría en contra de quienes trabajamos en esto, que fuimos todos empezar a tener "institucioncitas", por 
decirlo de alguna manera. Entonces, aspiro a que se entienda en qué lugar está la coma y no tengamos un 
debate eterno como sucede con la famosa coma del Pacto de San José de Costa Rica, debate que en reiteradas 
ocasiones ha vuelto a aparecer y no nos hemos puesto de acuerdo. 


(Diálogos) 


——— Si nos remitimos a las reuniones previas en las que trabajamos sobre estos temas, queda claro que había 
defensor del vecino en Montevideo y creo que un esbozo en Maldonado. Lo establecimos de esta forma para 
que, en función de la autonomía departamental, hubiera coordinaciones y no se subsumiera esas instituciones 
dentro de una institución nacional. Esa fue la idea del artículo 10 y, reitero, con la existencia de la Institución 
Nacional de Derechos Humanos trabajando conjuntamente con el Comisionado Parlamentario para las 
Cárceles en una época de transición, para que se pudiera compatibilizar. 


Como el debate de hoy ha sido interesante hemos podido ver algunas cuestiones que como bien decía el señor 
Diputado Posada se corrigen dentro de la propia Comisión y que no son un impedimento para poder seguir 
avanzando en el análisis de este proyecto de ley propongo dejar el tema como está, con las posiciones que 
han sido expresamente expuestas y seguir trabajando en la sesión próxima a los efectos de ver los acuerdos 
eventuales a alcanzar. La voluntad política de alcanzar acuerdos, por lo menos en nuestro partido político, 
existe. La voluntad de que esta Institución nazca fuerte como nació la ley que le dio origen es importante para 
nosotros y calculo que para los demás integrantes del sistema político también. Entonces, propongo dejar el 
análisis y la votación para la próxima sesión, dado que el intercambio a mi juicio es fructífero. 


SEÑOR PRESIDENTE.- No quiero obstaculizar, pero para la semana próxima he pedido licencia, por 
lo que no voy a concurrir. Si los compañeros están de acuerdo, a la sugerencia de la señora Diputado 
Payssé agregaría que quedara para la semana posterior, pero no tengo inconveniente porque va a estar 
mi suplente. 


SEÑORA PAYSSÉ.- Obviamente, por cortesía parlamentaria le aclaro que su presencia es importante, 
por lo que no tendríamos ningún inconveniente en aceptar la propuesta del señor Presidente. El único 
problema es que ya no estaríamos en el período de sesiones ordinarias, oportunidad que normalmente 
aprovechamos para convocar a delegaciones. Entonces, en lugar de recibir delegaciones deberíamos 
abocarnos al análisis de este proyecto. 


SEÑOR ESPINOSA.- Comparto la opinión de la señora Diputada Payssé. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Agradeciendo el gesto de la señora Diputada, se va a votar su propuesta en el 
sentido de seguir con la consideración de este tema el próximo 20 de julio. 


(Se vota) 


——— Cuatro por la afirmativa: AFIRMATIVA. Unanimidad. 


La Comisión agradece la presencia del señor Diputado Posada. 


(Se retira de Sala el señor Representante Posada) 


SEÑOR ESPINOSA.- Queremos plantear nuestra voluntad de entrevistarnos con las autoridades del 
MIDES por las trágicas consecuencias de esta temporada de invierno. Nuestra propuesta se debe a las 
políticas públicas que se están desarrollando en esta materia, a lo que se ha recogido a través de los 
medios de prensa, a los intercambios de opiniones y a algunos cuestionamientos que desde el propio 
Consejo de Ministros se han expresado respecto al diligenciamiento de las medidas de prevención y 
protección hacia estas personas en situación de calle, altamente vulnerables. Asimismo, hubo 
propuestas emitidas oportunamente tanto por el Ministerio como por la Intendencia de Montevideo, 
que exhortaban a la ciudadanía a no prestar asistencia o colaboración a estas personas como un modo 
de articulación para que voluntariamente fueran a los refugios. Esto culminó en una clara 
contradicción, porque por un lado había volantes esparcidos por Montevideo seguramente también por 
otros puntos del país con esta recomendación y, por otro lado, una acción ministerial con determinadas 
carencias. En contraposición a esas recomendaciones es que a la fecha estamos lamentando seis 
pérdidas de vidas. 


En ese sentido, para nosotros es sustancial e importante conocer la opinión en un tema que hace a los 
derechos humanos. Creo que si hay una Comisión que puede definirse como la portavoz, como el ámbito 
natural para las conversaciones o por lo menos para lo que tiene que ver con las consultas de ese tenor, es 
esta. 


SEÑORA PAYSSÉ.- Seguramente en el día de hoy el plenario votará el proyecto de ley que ya fue 
votada en el Senado vinculado a estos temas. Me parece bueno analizarlo luego del debate que 
tengamos hoy en la Cámara, y para eso existe la Comisión Especial de Población y Desarrollo Social. 
Me parece que esa Comisión es el ámbito natural al que debería concurrir la señora Ministra de 
Desarrollo Social, que además me están comunicando que ya fue citada. 


Mociono para que se solicite que la Comisión de Derechos Humanos concurra a esa sesión de la Especial de 
Población y Desarrollo Social a los efectos de no duplicar esfuerzos, porque lo que importa es el intercambio 
que hagamos con los Ministros y no el lugar. 

SEÑOR ESPINOSA.- Es razonable el planteo de la señora Diputada Payssé. Por lo tanto, si todos están 


de acuerdo solicito que esta Comisión sea invitada a la Comisión Especial de Población y Desarrollo 
Social. 


(Apoyados) 


SEÑOR PRESIDENTE.- Se levanta la reunión. 


Montevideo, Uruguay. Poder Legislativo. 


